XV Congreso Nacional de Derecho Sanitario

Madrid, 16-18 octubre de 2008

Taller de trabajo: “La atención sociosanitaria: Contenido, organización, recursos humanos y apoyos técnicos”
Ponencia de D. Albert Vergés, director general de la Fundación Edad&Vida: “Retos pendientes ante el desarrollo de la Ley de la Dependencia y la implantación del SAAD”.

Introducción:
El 14 de diciembre de 2006 se aprobó en el Estado Español la Ley 39/2006 para la Promoción de la Autonomía Personal y la Atención a la Dependencia, que configura un nuevo derecho subjetivo para el ciudadano.
La Ley debería permitir el desarrollo de unos servicios a las personas en situación de dependencia en un marco de mayor eficacia, calidad, cohesión social y sostenibilidad en el tiempo.

Más de un año y medio después de la entrada en vigor de la Ley son todavía muchos los retos pendientes ante el desarrollo de la Ley e implantación del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD). La ponencia que a continuación se presenta pretende ejemplificar algunos de estos retos pendientes a través de la descripción de un caso, que podría ser real, y hacer un análisis de los mismos.
Caracterización: Un caso que podría ser real:

El caso que a continuación se presenta no es real, pero podría serlo porque está relatado en base a muchas situaciones que se producen en la realidad. Podría ser el caso que muchos de nosotros vivimos en nuestra familia o conocemos de cerca en las familias de nuestros vecinos o amigos y que afecta a un gran número de personas mayores residentes en nuestras ciudades.
[image: image1.emf][image: image2.emf]• D. Antonio, 83 años. Alzheimer diagnosticado desde principios de 2002

• Progresivo incremento de las dificultades de movilidad, pérdida de memoria y desorientación 

espacial y temporal

• Casado con Dña. Remedios, 81 años. Buen estado de salud pero con las dificultades físicas 

propias de su edad 

• Viven en un piso de propiedad en una gran ciudad española

• Tienen dos hijos: Ramón, casado y con dos hijos de 26 y 23 años, y Elvira, separada y con tres 

hijas a su cargo de 16, 14 y 10 años

• D. Antonio recibe una pensión de 800€ mensuales y cuenta con unos ahorros en el banco de 

15.000 €


Algunas de las preguntas que nos sugiere este caso son:

· ¿Por qué cuando el médico diagnostica una enfermedad como el Alzheimer  no solicita los servicios de un trabajador social que informe a los afectados de lo que pueden hacer ante la nueva situación?
· ¿Por qué para realizar la valoración del grado de dependencia han tenido que desplazarse en horario laboral, sin contar con transporte o la valoración a domicilio de los profesionales adecuados? ¿Por qué han transcurrido 5 meses desde la solicitud de valoración?
· ¿Por qué una vez realizada la valoración se tiene que solicitar visita  a los Servicios Sociales que les vuelven a pedir toda la documentación? ¿Los del equipo de valoración no pueden pasarles el expediente? ¿No podría estar el historial almacenado en la tarjeta de Antonio? ¿No existe comunicación entre los distintos equipos de profesionales? ¿No estamos en la era de las telecomunicaciones?
· ¿Por qué no puede haber un profesional que siga el caso desde el inicio y al que poder acudir siempre en vez de llamar a tantas puertas distintas?

· ¿Por qué a la hora de buscar residencia no pueden hacer una consulta de disponibilidad de plazas, localización y características de los centros con ayuda pública?

Todas estas preguntas y otras que nos podrían surgir a raíz del caso que se ha presentado, nos llevan a afirmar que existen todavía un gran número de retos pendientes en el desarrollo de la Ley de la Dependencia y la implantación del SAAD.
Retos pendientes ante el desarrollo de la Ley de la Dependencia y la implantación del SAAD:

Desde Edad&vida pensamos que los retos pendientes podrían resumirse en los siguientes cuatro ejes:

· La valoración de las necesidades de las personas.

· La oferta de servicios de atención: 

· Acreditación de los servicios de la red de utilización pública.

· Excepcionalidad del cuidador familiar.

· Escasez de profesionales de atención.

· Libre elección del usuario y competencia.

· Sostenibilidad económica y financiera del SAAD: La participación económica del usuario y la cohesión social y territorial. 

· Coordinación sociosanitaria.

· Valoración:

· El “Consejo Territorial de la Dependencia” debería definir fórmulas que garantizaran la equidad y objetividad de las valoraciones mediante criterios comunes que definieran quién y cómo se realizarán las valoraciones en todo el Estado. Por ejemplo, deberían establecerse equipos multidisciplinares con perfiles profesionales sociales y sanitarios. 
· El tiempo transcurrido entre la solicitud de valoración de la situación de dependencia y la valoración efectiva debería ser mínimo. En algunas CC.AA., su Ley de Servicios Sociales establece que los ayuntamientos son los que realizan el PIA, mientras que no existe la estructura suficiente para llevarlos a cabo, lo cual provoca retrasos en las adjudicaciones de las prestaciones. 
· Los beneficiarios del SAAD y personas susceptibles de serlo deberían recibir información proactiva a través de mecanismos de coordinación entre los servicios sociales y sanitarios. Por ejemplo, debe informarse objetivamente de los beneficios de esta ley, así como de las incompatibilidades con otras prestaciones o la existencia de copago en las mismas. Es decir, deben gestionarse mejor las expectativas creadas con la aprobación de la Ley. 
· Es muy importante identificar los perfiles de las personas con dependencia y las correspondientes previsiones para el futuro para poder ajustar mejor los servicios adecuados mediante una buena planificación. 
· Oferta de servicios de atención:

· Debe fomentarse un marco estable con seguridad jurídica a nivel estatal que permita que la iniciativa privada desarrolle sus inversiones con acuerdos plurianuales. Es muy importante disponer de un marco claro de relación entre el sector público y el privado en la provisión de servicios de atención a la dependencia. Este marco debería tener un planteamiento a medio y largo plazo, como por ejemplo de cuatro años como mínimo.  
· Las Administraciones son las responsables de garantizar la calidad de las prestaciones. El “Consejo Territorial de la Dependencia” debería llegar a un acuerdo sobre calidad y acreditación que tuviera en cuenta el grado y nivel de dependencia. De esta forma se establecerían las cargas de trabajo necesarias para garantizar un nivel de calidad con el objetivo de conseguir la necesaria  reconversión del sector. 
· Las acreditaciones deberían estar realizadas por certificadoras independientes acreditadas por la administración.
· Las tarifas de concertación deben estar de acuerdo con la calidad y los costes reales de los servicios y diferenciadas por el nivel de dependencia.
· La Ley de Dependencia resalta la excepcionalidad del cuidador informal que propone la norma y apuesta claramente por la atención profesional y por las prestaciones en servicios, pero en la última actualización de datos del SAAD (2 de junio) el 7’91% de las prestaciones son económicas al cuidador no profesional y 71’77% están sin especificar.
· El Gobierno debería establecer medidas para evitar la escasez de profesionales de atención mediante el reconocimiento de su labor, acuerdos con el Ministerio de Educación, contratación en origen, etc. 
· Para mejorar la competencia entre entidades prestadoras de servicios, debe respetarse la libre elección del usuario. 
· Los servicios de atención domiciliaria han de poder dar respuesta a la preferencia de los ciudadanos de permanecer en su casa, teniendo en cuenta la experiencia de otros países desarrollados. Esta prestación debería ofrecer una atención integral (sanitaria, social, etc.), controlando el coste y el número de horas de atención, limitándolo para mantener la dotación presupuestaria o priorizando el servicio más sostenible en función de la necesidad horaria. 
· Sostenibilidad y financiación
· Para conseguir la sostenibilidad del SAAD es imprescindible:

·  Dotación económica pública suficiente (Estado y CC.AA.).

·  Copago en función de la capacidad económica.
· El “Consejo Territorial de la Dependencia” debería ponerse de acuerdo sobre el nivel de copago máximo, con el objetivo de respetar la cohesión social y territorial, con la incorporación de tablas en función de la capacidad económica, el nivel de dependencia y la prestación.
· Es imprescindible para el sector asegurador y financiero conocer el nivel de copago para definir su posible demanda y poder dar respuesta mediante la oferta de instrumentos financieros y de previsión, como por ejemplo la hipoteca inversa o el seguro de dependencia, entre otros... 
· Es necesario un marco legal claro para estos productos financieros y aseguradores, con una incentivación fiscal para su introducción en el mercado, con el objetivo de visualizar la necesidad de la previsión y el ahorro para este riesgo. 
· Coordinación sociosanitaria
· La Ley de Dependencia considera a las personas afectadas por una situación de dependencia en la acepción sociosanitaria. Teniendo en cuenta la importancia del componente sanitario en la dependencia, sobre todo en la gran dependencia, la implementación del SAAD debería ser una oportunidad para la mejora de la coordinación sociosanitaria, para desarrollar nuevos modelos de sistemas integrados y revisar procesos. 

· Por este motivo, proponemos que en el desarrollo la Ley se ponga especial énfasis en la coordinación sociosanitaria y se tenga en cuenta en la revisión prevista en el 2009.

· También consideramos necesario como tendencia de futuro que los Ministerios de Salud y Asuntos Sociales se organicen de forma que se facilite el cumplimiento de estos objetivos, mediante la creación de una Agencia de la Dependencia, responsable de la atención a la gran dependencia, la dependencia severa y la moderada, y que como órgano autónomo sería más ágil y eficaz. Este ente debería ser el responsable del análisis de la demanda y la planificación de la oferta, la compra de servicios y la acreditación de centros y/o servicios, así como de la inspección y sanción, en su caso. Asimismo, debería gestionar los servicios y recursos necesarios para valorar la dependencia y asegurar la elaboración de los correspondientes programas individuales de atención. Pensamos que otro elemento organizativo recomendable para mejorar la atención que recibe el beneficiario de los servicios sociales de la red, sería la figura del gestor del caso, que haría el seguimiento de la evolución del beneficiario en el sistema y le proporcionaría información de forma proactiva en cada nueva situación.
· La cobertura sanitaria es universal en todos los niveles. Consecuentemente, debería proporcionarse esta cobertura universal en cualquier domicilio o servicio, ya fuera por la entrada de profesionales sanitarios, o bien por el pago a entidades especializadas por el trabajo de sus profesionales sanitarios.

· En lo que respeta a la financiación de estos servicios sociosanitarios, consideramos que deberían tenerse en cuenta tres módulos: hostelero, social y sanitario, con una financiación diferenciada.
· Es necesario revisar el tema de la provisión de farmacia y productos sanitarios en los establecimientos residenciales (prescripción de recetas, elección del proveedor, mejor adaptación a la persona atendida, etc.) para mejorar la eficiencia de costes y la eficacia en la atención de los usuarios.

· El “Consejo Territorial de la Dependencia” debería definir fórmulas que garantizaran la equidad y objetividad de las valoraciones mediante criterios comunes que definieran quién y cómo se realizarán las valoraciones en todo el Estado. Por ejemplo, deberían establecerse equipos multidisciplinares con perfiles profesionales sociales y sanitarios. 

· Debe desarrollarse la prevención como uno de los ejes principales del SAAD, con el objetivo de retrasar, en el tiempo, la entrada de estos ciudadanos en el sistema.

· Hay que tener muy presentes las diferencias en lo referente al ámbito territorial de intervención. 

En vista de las implicaciones sociales y económicas de esta Ley, desde Edad&Vida pensamos que es imprescindible la coordinación e implicación entre los Ministerios de Economía y Hacienda, Educación, Política Social y Deporte y Sanidad, por lo que creemos que sería recomendable establecer una Comisión Interdepartamental ligada a la Presidencia.
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